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cial efectiva (art. 24.1 CE), en su vertiente de acceso
a los recursos. Lo expuesto determina la anulación de
la resolución judicial impugnada en amparo, reponién-
dose las actuaciones al momento procesal en que la
misma fue dictada a fin de que se dicte nueva resolución
en la que se conceda al recurrente plazo para subsanar
el defecto formal advertido de falta de firma de Abogado
y Procurador en su recurso de apelación, velando el Juz-
gado de lo Penal por asegurar al recurrente una asis-
tencia letrada efectiva.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons-
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN
DE LA NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Otorgar el recurso de amparo solicitado por don Joâo
Alberto Gomes y, en su virtud:

1.o Reconocer al recurrente el derecho a la tutela
judicial efectiva sin que, en ningún caso, pueda produ-
cirse indefensión (art. 24.1 CE).

2.o Anular la providencia de 19 de mayo de 2000,
del Juzgado de lo Penal núm. 1 de Girona, por la que
se acuerda no tener por interpuesto recurso de apelación
contra la Sentencia dictada por dicho Juzgado el 14
de abril de 2000, en procedimiento abreviado núm.
139-2000.

3.o Retrotraer las actuaciones al momento de dic-
tarse dicha providencia para que, en su lugar, se dicte
otra resolución que otorgue plazo a don Joâo Alberto
Gomes para subsanar el defecto de omisión de firma
de Abogado y Procurador en el recurso de apelación
interpuesto contra la Sentencia referida.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid, a veintisiete de enero de dos mil
tres.—Manuel Jiménez de Parga y Cabrera.—Pablo García
Manzano.—María Emilia Casas Baamonde.—Roberto Gar-
cía-Calvo y Montiel.—Jorge Rodríguez-Zapata Pérez.—Fir-
mado y rubricado.

3393 Sala Segunda. Sentencia 12/2003, de 28 de
enero de 2003. Recurso de amparo 945/99.
Promovido por doña Rosa Isabel Fernández
Muguruza y otro frente al Auto y a la Sentencia
de las Salas de lo Social del Tribunal Supremo
y del Tribunal Superior de Justicia del País
Vasco, que inadmitieron su demanda de des-
pido contra el Consorcio de Aguas Bilbao-Biz-
caia.
Vulneración del derecho a la tutela judicial
efectiva (acceso a la justicia): inadmisión de
demanda social por no formular reclamación
administrativa previa, cuando se había cele-
brado conciliación y no se requirió la sub-
sanación.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, com-
puesta por don Tomás S. Vives Antón, Presidente, don
Pablo Cachón Villar, don Vicente Conde Martín de Hijas,

don Guillermo Jiménez Sánchez, doña Elisa Pérez Vera
y don Eugeni Gay Montalvo, Magistrados, ha pronun-
ciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente
SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 945/99, promovido
por doña Rosa Isabel Fernández Muguruza y don Román
Hidalgo Laita, representados por la Procuradora de los
Tribunales doña Rosina Montes Agustí y asistidos por
el Abogado don Mikel Arrieta, contra Auto de inadmisión
de la Sala Cuarta del Tribunal Supremo, de 12 de noviem-
bre de 1998, y Sentencia del Tribunal Superior de Jus-
ticia de la Comunidad Autónoma del País Vasco de 24
de marzo de 1998, seguidos por despido. Ha intervenido
don José Luis Ferrer Recuero, Procurador de los Tribu-
nales y del Consorcio para el Abastecimiento de Agua
y Saneamiento de la Comarca del Gran Bilbao, en la
actualidad denominado Consorcio de Aguas Bilbao-Biz-
caia, asistido por el Letrado don Íñigo Amann Garamendi,
así como el Ministerio Fiscal. Ha sido Ponente el Magis-
trado don Eugeni Gay Montalvo, quien expresa el parecer
de la Sala.

I. Antecedentes

1. Por escrito registrado en este Tribunal el 4 de
marzo de 1999, doña Rosina Montes Agustí, Procura-
dora de los Tribunales, en nombre y representación de
por doña Rosa Isabel Fernández Muguruza y don Román
Hidalgo Laita, interpuso recurso de amparo contra las
resoluciones que se citan en el encabezamiento.

2. Los hechos más relevantes de los que trae causa
la demanda son los siguientes:

a) En fecha 16 de diciembre de 1996 la empresa
Aguas del Norte, S.A., (concesionaria del servicio adju-
dicado por el Consorcio de Aguas de Durango), remitió
a los recurrentes comunicación en la que se les notificaba
que causaban baja en la empresa a partir del 16 de
enero de 1997, de acuerdo con lo previsto en el art. 44
del estatuto de los trabajadores. En la misma les hace
saber que la empresa cesaba en la explotación de la
planta depuradora de Arriandi (Iurreta), pues ésta pasaba
a ser gestionada directamente por el Consorcio de Aguas
del Gran Bilbao, quien debería integrarles en su plantilla,
reconociéndoles y respetándoles los derechos que hasta
la fecha tuvieran adquiridos con la empresa.

b) Como quiera que tal sucesión se amparaba en
un convenio suscrito entre ambos consorcios en fecha
17 de enero de 1997, en el que no se estipulaba la
subrogación en la totalidad de los derechos y obliga-
ciones de los trabajadores, los actores estimaron que
se había producido su despido. Por ello, con fecha 5
de febrero de 1997 interpusieron conciliación adminis-
trativa previa a la demanda de despido contra las empre-
sas Aguas del Norte, S.A., Unión Temporal de Empresas
Ansa-Netaigua, Consorcio de Aguas de Abastecimiento
y Saneamiento de la Comarca del Gran Bilbao, Consorcio
de Aguas de la Merindad de Durango y Pridesa. Las
entidades demandadas acudieron al acto de conciliación
que se celebró con el resultado de sin avenencia y sin
efecto.

c) El Juzgado de lo Social núm. 1 de Bilbao admitió
la demanda sin advertir defecto procesal alguno y dictó
Sentencia el 19 de mayo de 1997 en la que, tras deses-
timar la excepción de falta de reclamación previa en
vía administrativa opuesta por las codemandadas y la
caducidad de la acción a ella vinculada, entró en el fondo
del asunto declarando la improcedencia del despido. En
particular, la Sentencia rechaza la alegación de falta de



98 Miércoles 19 febrero 2003 BOE núm. 43. Suplemento

reclamación previa practicada por los codemandados por
considerar que la reclamación previa y el acto de con-
ciliación pueden asimilarse al identificarse su finalidad
y efectos y por haber servido el acto de conciliación
en el presente caso para que los citados codemandados
tuvieran noticia de la pretensión de los demandantes,
pudiendo atenderla y otorgarla.

d) Recurrida la Sentencia en suplicación, la Sala de
lo Social del Tribunal Superior de Justicia del País Vasco
revocó la Sentencia de instancia, estimando la excepción
de falta de reclamación previa administrativa. La Sala
declara que lo único que tienen en común el acto de
conciliación y la reclamación previa es que ambas cons-
tituyen mecanismos de evitación del proceso, conforme
se titula el capítulo en que las dos están reguladas en
la Ley de procedimiento laboral pero que, al margen
de ello, la mera lectura del mencionado capítulo pone
de relieve que es distinta la finalidad, los destinatarios
y la regulación de una y otra. En concreto, señala que
el acto de conciliación no persigue que el demandado
tenga conocimiento de la pretensión de la parte con-
traria, sino que éste es el efecto de su auténtica finalidad,
que es la oportunidad de resolver la controversia sin
necesidad de iniciar un procedimiento judicial. Por el
contrario, la Sala entiende que la reclamación previa no
sirve para arreglar el litigio al margen de la jurisdicción,
puesto que la conciliación está vedada a toda entidad
que gestione intereses públicos. La «reclamación previa
tiene como fin que el destinatario conozca aquello que
se le solicita; quede delimitado el ámbito del hipotético
pleito judicial que en el futuro pueda entablarse; y pueda
preparar la defensa de la tesis que sostiene la entidad
pública; e incluso que ésta reconsidere su criterio esti-
mando en todo o en parte la pretensión. Todo ello gira
en torno a los clásicos privilegios, cuya constituciona-
lidad nadie duda, que desde tiempo atrás asisten a la
Administración. Por consiguiente, si se aceptara que el
acto de conciliación y la reclamación previa resultan figu-
ras indistintas, cualquiera pudiera optar por una u otra,
lo que chocaría con unas normas que, por ser procesales,
son de orden público, esto es, indisponibles para los
interesados». La Sentencia termina señalando que «lo
expuesto hasta ahora conduce al rechazo de la demanda,
y ello no constituye una interpretación rigorista de las
mencionadas normas procesales, sino su aplicación con-
forme al indudable sentido de las palabras. Sin duda
ello conlleva unas serias consecuencias para los deman-
dantes, pero éstos no están exentos del sometimiento
a la Ley y al Derecho, ni a la necesidad de que la juris-
dicción mantenga el ineludible equilibrio entre las partes
litigantes en razón de los derechos procesales que asis-
ten a cada una».

e) La Sentencia de suplicación fue recurrida en casa-
ción para unificación de doctrina por los ahora recurren-
tes. El recurso comenzaba diciendo, con objeto de cen-
trar el debate, que el problema consistía en «determinar
si la interposición de la papeleta de conciliación, en vez
de la reclamación previa, produce el efecto suspensivo
de la caducidad de la acción. La Sentencia impugnada
entiende que no suspende el plazo de caducidad, al haber
utilizado el trámite de la conciliación, sin embargo las
Sentencias contradictorias a las que se hará referencia,
contradicen tal tesis al entender que se ha puesto de
manifiesto con la conciliación de un modo indubitado
la voluntad impugnatoria del despido teniendo las
demandadas conocimiento de la pretensión contraria
con anterioridad a la formulación de la demanda pudien-
do haber accedido a la pretensión».

A partir de ahí, los recurrentes alegaban contradicción
con diversos pronunciamientos del Tribunal Supremo y
de Tribunales Superiores de Justicia. En concreto, en
relación con la Sentencia que posteriormente escogerían
como de contraste, la del Tribunal Supremo dictada en

unificación de doctrina de 18 de julio de 1997, los
recurrentes señalaban:

«Se trata de un supuesto en el que una trabajadora
comienza a prestar servicios para el Consejo de Juventud
de España. Se le comunica mediante carta que su rela-
ción laboral había finalizado por finalización del servicio
contratado. La demandante presentó papeleta de con-
ciliación por despido ante el SMAC, celebrándose el opor-
tuno acto de conciliación. Tanto la Sentencia de ins-
tancia, como la de suplicación, desestimaron la demanda
puesto que la “papeleta de conciliación no suspendió
el curso del plazo expresado porque tal acto de parte
carece de aptitud a tal fin, ya que se exceptúan de la
conciliación previa los procesos que exigen reclamación
previa en vía administrativa”. Pues bien, el Tribunal Supre-
mo, en esta Sentencia de contraste y al amparo de otra
Sentencia del Tribunal Supremo concluye que debe ope-
rar el efecto suspensivo de la caducidad por la demanda
de conciliación porque previamente a la formulación de
la demanda judicial, se puso de manifiesto de modo
indubitado, la voluntad impugnatoria de la trabajadora
mediante la presentación de la solicitud de conciliación
y en este caso el Consejo de Juventud demandado, tuvo
conocimiento de la pretensión contraria, con anterioridad
a la formulación de la demanda judicial.»

Cuando por providencia de 14 de octubre de 1998
el Tribunal Supremo les advierte de una posible falta
de relación precisa y circunstanciada de la contradicción,
los recurrentes alegan que no existe tal falta, entre otras
razones por las siguientes:

«En el recurso interpuesto se hace alusión a la exis-
tencia de por lo menos 8 sentencias contradictorias, en
cuanto a la fundamentación jurídica, a la impugnada
por esta parte. En el recurso interpuesto se hace un
análisis pormenorizado de cada una de ellas, en las que
el denominador común de todas ellas es la interposición
en un supuesto de despido de una papeleta de con-
ciliación frente a un organismo público en vez de la recla-
mación previa. En ellas se analiza el fenómeno de la
caducidad de la acción de despido, en el sentido de
determinar si la interposición de la demanda de con-
ciliación en vez de la reclamación previa suspende o
no el plazo de caducidad de la acción contemplado en
el art. 59 del Estatuto de los Trabajadores. Las sentencias
contradictorias que se aluden en el recurso, ponen de
manifiesto, al contrario que la impugnada, que sí se pro-
duce la suspensión del plazo de caducidad con la inter-
posición de la papeleta de conciliación en vez de la recla-
mación previa.»

«Los recurrentes creen que la contradicción es clara
y la cuestión que se debate tanto en la Sentencia que
se impugna, como en la de 18.7.97 del Tribunal Supremo
que se invoca de contraste, es sustancialmente idéntica.
Se debe determinar en primer lugar que la Sentencia
de suplicación no entra a analizar si el despido causado
a los trabajadores es procedente, nulo o improcedente,
es decir no entra a resolver el fondo del asunto. Por
ello al estimar el recurso de las codemandadas introduce
un único debate jurídico, relativo a si la interposición
de la papeleta de conciliación, y no la reclamación previa,
por los actores es suficiente o es válida para suspender
el plazo de caducidad de la acción de despido ejercitada.
La Sala del País Vasco, entiende que no suspende el
plazo y que la acción de despido por tanto ha caducado
por falta de reclamación previa. Así es por lo que los
demandantes entienden que la Sala Cuarta del Tribunal
Supremo deberá casar y analizar la referida cuestión de
la suspensión del plazo de caducidad. Por ello se selec-
ciona la Sentencia del Tribunal Supremo de 18.7.97 en
la que se examina un supuesto sustancialmente idéntico
al de autos. Se dice en el FJ 5 de la Sentencia del Tribunal
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Supremo que: “El tema litigioso es igual que el que se
planteó en el caso de la sentencia de contraste: si debe
operar el efecto suspensivo de la caducidad por la
demanda de conciliación”. Así, el Tribunal Supremo en
la Sentencia de 18.7.97, estima el recurso de la parte
actora revocando la sentencia que había apreciado la
caducidad de la acción al igual que la Sala del País Vasco.
Asimismo unifica la doctrina en lo atinente a la cuestión
sobre la caducidad de la acción y dice que la Sentencia
de suplicación al confirmar la de instancia, por estimar
bien acogida la excepción de caducidad, no llegó a cono-
cer la cuestión relativa a la procedencia o, en su caso,
nulidad o improcedencia del despido y por ello devuelve
las actuaciones a la Sala del Tribunal Superior de Justicia
de Madrid para que resuelva sobre los demás motivos.
Se trató de un supuesto en el que a una trabajadora
se le comunica mediante carta que su relación laboral
había finalizado por terminación del servicio contratado.
La demandante presentó papeleta de conciliación. Tanto
la Sentencia de instancia como la de suplicación, deses-
timaron la demanda puesto que la “papeleta de con-
ciliación no suspendió el curso del plazo expresado por-
que tal acto de parte carece de aptitud a tal fin, ya que
se exceptúan de la conciliación previa los procesos que
exigen reclamación previa en vía administrativa”. En el
presente supuesto la Sentencia de la Sala del País Vasco
al igual que la de Madrid, no resuelve los motivos de
suplicación relativos a la procedencia, nulidad o impro-
cedencia del despido y estima la caducidad de la acción,
por ello la identidad entendemos que es sustancial y
se cumple en el recurso de casación interpuesto por
esta parte los requisitos exigidos por el art. 217 de la
LPL ya que los hechos, los fundamentos jurídicos y las
pretensiones son sustancialmente iguales.»

En relación con la advertencia que en esta providencia
hace la Sala del Tribunal Supremo, relativa a que el recur-
so se basa en unos hechos que no constan en el relato
fáctico de la Sentencia impugnada, afirman que:

«La parte basa su recurso en combatir la caducidad
de la acción y si la interposición de la papeleta de con-
ciliación suspende el plazo de caducidad de la acción
de despido, porque ese es el debate introducido por
la Sentencia de suplicación y que la parte combate y
que entiende que la Sala del Tribunal Supremo debe
resolver en primer lugar, porque no se resuelve el fondo
del asunto. Así, en el relato fáctico de la Sentencia impug-
nada hace alusión en el apartado 10.o, que los actores
interpusieron demanda de conciliación contra todas las
codemandadas, celebrándose el oportuno acto con el
resultado de sin avenencia y sin efecto, no habiéndose
interpuesto reclamaciones previas ante los organismos
demandados. De esta manera, la Sala de lo Social del
País Vasco ante el Motivo de Suplicación alegado por
los organismos y en base a esta circunstancia contem-
plada en el apartado 10.o, aprecia la caducidad de la
acción sin conocer el fondo del asunto. Es por ello que
como la Sentencia sólo alude a esta circunstancia entien-
den que la contradicción debe versar sobre si la papeleta
de conciliación interpuesta por esta parte debe suspen-
der el plazo de caducidad.»

f) La Sala Cuarta del Tribunal Supremo dictó Auto
de fecha 12 de noviembre de 1998, de inadmisión del
recurso por falta de contradicción.

3. Contra esta resolución doña Rosa Isabel Fernán-
dez Muguruza y don Román Hidalgo Laita interpusieron
demanda de amparo por vulneración del art. 24.1 CE.
En concreto, aducen que la decisión del Tribunal Superior
de Justicia incurre en un formalismo excesivo, por haber
interpretado el requisito legal de interposición de recla-
mación previa con un rigorismo enervante y despropor-

cionado contrario a la efectividad del derecho funda-
mental en un caso en el que la parte ha interpuesto
papeleta de conciliación, en el que se rechazaron en
instancia las excepciones alegadas de falta de reclama-
ción y de caducidad y en el que los consorcios deman-
dados podían de alguna manera inducir a la confusión
respecto a su naturaleza jurídica al acudir a los precep-
tivos actos de conciliación y no aducir allí nada en tal
sentido. Alegan, en esencia, que el Tribunal Superior
debió interpretar el requisito de modo flexible atendiendo
a su finalidad y recepcionando, de este modo, la juris-
prudencia del Tribunal Constitucional (con cita de las
SSTC 11/1988, 95/1983, 120/1993).

Asimismo, señalan que, en todo caso, de estimarse
que era necesaria la reclamación administrativa previa
y no la conciliación, debió otorgárseles un periodo de
subsanación del defecto. En este sentido, aducen que
la subsanación debió proceder pues no se trataba de
un incumplimiento absoluto del requisito preprocesal,
sino de un defecto en el mismo respecto del que hubo
una clara voluntad de cumplimiento. Entienden que se
les ha producido indefensión al no instar el Juez de lo
Social ni el Tribunal Superior ningún periodo de sub-
sanación cuando precisamente tal omisión ha sido la
que finalmente ha sustentado el fallo revocatorio de la
Sentencia de instancia y que resulta excesivo truncar
su derecho a obtener una Sentencia sobre el fondo por
la mera inadecuación, que no omisión, del instrumento
previo al proceso cuando se ha acreditado una indudable
voluntad impugnatoria del despido ejercida en plazo
legal y que se ha manifestado oportunamente aunque
por cauce irregular perfectamente subsanable (entiende
aplicable en este sentido la STC 120/1993 en la que
se otorga el amparo por no advertir de la falta de recla-
mación previa).

4. La Sala Segunda de este Tribunal dictó provi-
dencia de 16 de noviembre de 1999 acordando admitir
a trámite la demanda y, en aplicación de lo dispuesto
en el art. 51 LOTC, dirigir atenta comunicación a la Sala
de lo Social del Tribunal Supremo y del Tribunal Superior
de Justicia del País Vasco a fin de que en el plazo de
diez días remitieran certificación de las actuaciones
correspondientes al recurso de casación núm. 2042/98
y rollo de suplicación núm. 345/98, así como al Juzgado
de lo Social núm. 1 de Vizcaya para que en el mismo
plazo remitiera certificación de las actuaciones corres-
pondientes a los autos núm. 132/97, debiendo previa-
mente emplazar a quienes hubieran sido parte en el pro-
cedimiento, excepto a la parte recurrente en amparo,
a los efectos de que en el plazo de diez días pudieran
comparecer en este proceso constitucional.

5. Asimismo, con fecha 16 de noviembre de 1999,
la Sala Segunda de este Tribunal acordó formar la opor-
tuna pieza de tramitación del incidente de suspensión
solicitado y conceder un plazo común de tres días a
la parte recurrente, al Ministerio Fiscal y, en su caso,
al Abogado del Estado, para alegar lo que estimen per-
tinente de acuerdo con lo establecido en el art. 56 LOTC.
Realizadas las pertinentes alegaciones, dicha Sala dictó
finalmente Auto de 29 de mayo de 2000, acordando
denegar la suspensión de la ejecución de la resolución
judicial impugnada.

6. El Abogado del Estado presentó escrito el 23
noviembre de 1999 donde expresaba que no conside-
raba procedente su personación al no haber ostentado
la defensa de ninguna de las partes intervinientes en
el presente procedimiento.

7. El 24 de diciembre de 1999, compareció ante
este Tribunal don José Luis Ferrer Recuero, Procurador
de los Tribunales y del Consorcio para el Abastecimiento
de Agua y Saneamiento de la Comarca del Gran Bilbao,
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en la actualidad denominado Consorcio de Aguas Bil-
bao-Bizcaia. Por diligencia de ordenación de 9 de junio
de 2000, se le tuvo por personado y parte, se acordó
desglosar el poder de dicho Procurador y dar vista de
las actuaciones recibidas a las partes personadas así
como al Ministerio Fiscal por plazo común de veinte
días, para que dentro de los cuales presentaran ale-
gaciones.

8. El Ministerio Fiscal, en escrito registrado el 13
de julio de 2000, interesó la estimación del amparo soli-
citado y que se declarara la nulidad de las dos reso-
luciones judiciales recurridas, a fin de que se retrotrajeran
las actuaciones al momento de dictarse Sentencia por
la Sala de lo Social del Tribunal Superior de Justicia
para que se entrara en el fondo de la cuestión debatida.

En su escrito, recuerda la doctrina constitucional
sobre el derecho a obtener una respuesta judicial sobre
la pretensión de fondo y la reiterada doctrina de este
Tribunal por la que el derecho a la tutela se satisface
igualmente con una respuesta de inadmisión fundada
en una causa legal razonablemente apreciada y motivada
en Derecho, si bien teniendo en cuenta que en estos
casos, al estar en juego el derecho a la jurisdicción, el
control constitucional que se ha de hacer debe ser más
riguroso (cita SSTC 13/1981, 115/1984, 55/1992 y
112/1997).

Alega que en la STC 16/1999, de 22 de febrero,
se señalaba expresamente que «la garantía contenida
en el art. 81 LPL constituye un claro mandato dirigido
al juzgador para advertir de oficio de los defectos en
que pueda haber incurrido la demanda y que puedan
ser subsanados, criterio mantenido concretamente para
la falta de acreditación de la reclamación previa» y, por
ello, entiende que el derecho a la tutela ha de procurarse
mediante el cumplimiento del deber de garantizar en
lo posible la subsanación de los defectos procesales sin
que este derecho pueda desconocerse desviando a los
recurrentes la exclusiva responsabilidad de las conse-
cuencias que para este derecho tiene la inobservancia
por parte del órgano judicial de lo prescrito en la norma.
Señala que, en el presente caso, al haber acudido las
codemandadas al acto de conciliación y ser posterior-
mente admitida la demanda sin hacer advertencia sobre
el cumplimiento de los requisitos preprocesales, no sólo
se cumplió la finalidad del requisito, sino que además,
la parte se vio impedida de actuar de modo diverso a
como lo hizo, y su actitud, consiguientemente, no fue
incompatible con la hipotética petición de subsanación,
en cuanto esta última no se produjo por considerarla
innecesaria el Juzgador.

Finalmente, examina el Ministerio Fiscal la actitud de
los recurrentes y entiende que, como se señala en el
Voto particular a la STC 65/1993, no es la parte contraria
la que puede advertir —y decidir vía indirecta mediante
excepción— sobre el cumplimiento del requisito de la
reclamación administrativa previa por esa vía de opo-
sición formal, sino el órgano judicial sin esperar a dictar
Sentencia (STC 25/1990).

9. En escrito registrado el 17 de julio de 2000, la
Procuradora de los recurrentes en amparo interpuso
escrito solicitando de nuevo el otorgamiento del amparo
y ratificándose íntegramente en la demanda de amparo
presentada en su día.

10. Por escrito de 19 de julio de 2000, don José
Luis Ferrer Recuero, Procurador de los Tribunales y del
Consorcio de Aguas Bilbao-Bizcaia, se opuso al otorga-
miento del amparo.

En primer lugar, aduce inexistencia de vulneración
constitucional por el Auto del Tribunal Supremo de inad-
misión del recurso de casación para la unificación de
doctrina, al no alegar el demandante de amparo ningún

razonamiento sobre su inconstitucionalidad. Entiende
que el Auto es ajustado a Derecho por faltar la con-
tradicción que le es preceptiva, al referir la Sentencia
de contraste a un supuesto de caducidad de la acción
de despido por entender que la demanda de conciliación
no suspendió el curso del plazo de veinte días, mientras
que en el presente caso se desestimaba la demanda
por falta de reclamación previa. La inadmisión fue por
ello consecuencia de un defectuoso planteamiento de
un recurso como el de unificación de doctrina, de carác-
ter extraordinario que justifica la estricta exigencia de
los presupuestos de admisibilidad materiales y formales.

En segundo lugar, se alega que no existió tampoco
vulneración constitucional por parte de la Sentencia del
Tribunal Superior de Justicia, al resolver de acuerdo con
un supuesto semejante al de la STC 65/1993, de 1
de marzo. Destaca que en el supuesto examinado por
esta Sentencia, la recurrente no sólo incumplió el requi-
sito de la reclamación previa sino que, ante la denuncia
efectuada, vía excepción de la parte demandada, ni
siquiera instó su subsanación y, por el contrario, mantuvo
a lo largo de todo el pleito que la reclamación admi-
nistrativa no era necesaria porque el Senado no formaba
parte de la Administración del Estado. Entiende que, en
el presente caso, las razones que llevaron a este Tribunal
Constitucional a desestimar el amparo en la STC
65/1993 son literalmente trasladables al actual supues-
to al ser una decisión de la actora presentar papeleta
de conciliación y no la reclamación previa por entender
que esta última no era exigible, y por no haber interesado
la subsanación en el acto del juicio manteniendo que
la reclamación previa era innecesaria.

11. Por providencia de 23 de enero 2003, se acordó
para deliberación y votación de la presente Sentencia
el día 28 del mismo mes y año.

II. Fundamentos jurídicos

1. La presente demanda de amparo entiende vul-
nerado el derecho a la tutela judicial efectiva sin inde-
fensión de los recurrentes (art. 24.1 CE), al no haber
obtenido una respuesta sobre el fondo de la pretensión,
como consecuencia de apreciarse la falta de agotamien-
to de la vía administrativa previa a pesar de que los
recurrentes interpusieron en tiempo y forma conciliación
administrativa previa y acudieron las codemandadas a
este acto sin aducir nada en torno a su peculiar natu-
raleza jurídica.

El Ministerio Fiscal interesa que se otorgue el amparo
a los recurrentes a fin de que se dicte nueva Sentencia
por el Tribunal Superior de Justicia en la que se resuelva
sobre el fondo del asunto. Por el contrario, la represen-
tación del Consorcio para el abastecimiento de agua
y saneamiento de la Comarca del Gran Bilbao, entiende
aplicable la doctrina contenida en la STC 65/1993, de
1 de marzo, porque fue la propia parte ahora recurrente
quien optó por interponer papeleta de conciliación en
lugar de la reclamación administrativa previa, quien no
solicitó la subsanación en el acto del juicio y quien man-
tuvo que no era necesaria la mencionada reclamación.

2. De modo previo al examen de la cuestión de
fondo suscitada ante este Tribunal, se ha de examinar
si la demanda de amparo cumple con los requisitos pro-
cesales exigidos.

En particular, el hecho de que la representación del
Consorcio para el abastecimiento de agua y saneamiento
de la Comarca del Gran Bilbao rechace en sus alega-
ciones que el Auto del Tribunal Supremo de inadmisión
del recurso de casación para la unificación de doctrina
recurrido en amparo incurra en ningún tipo de vulne-
ración constitucional, al existir claramente una falta de
contradicción entre las Sentencias sometidas a contras-
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te, obliga a preguntarse si la interposición de dicho recur-
so extraordinario por parte del ahora recurrente incurrió
en algún óbice procesal que impida a este Tribunal entrar
a resolver sobre el fondo del asunto.

El examen del óbice procesal expuesto ha de partir,
así pues, de una reiterada y consolidada doctrina cons-
titucional sintetizada en el fundamento jurídico 4 de la
STC 111/2000, de 5 de mayo, según la cual «la vía
judicial previa sólo puede considerarse efectivamente
agotada y, en consecuencia, abierta la del proceso cons-
titucional de amparo, cuando los recursos jurisdiccio-
nales pertinentes y útiles se hayan interpuesto en tiempo
y forma, ya que si se interponen extemporáneamente
o sin cumplir los requisitos procesales exigibles, el órga-
no judicial llamado a resolverlos se verá privado de la
posibilidad de entrar en el conocimiento y resolución
de los temas de fondo, no pudiendo en tales circuns-
tancias reparar la lesión constitucional que, en su caso,
pudiera ser después susceptible de impugnación en el
proceso de amparo constitucional, lo que es contrario
a la naturaleza subsidiaria del recurso de amparo (SSTC
9/1992, de 16 de enero, FJ 5; 4/2000, de 17 de enero,
FJ 2; 53/2000, de 28 de febrero, FJ 2). De modo que
el fracaso de los recursos idóneos para obtener la repa-
ración del derecho constitucional supuestamente vulne-
rado equivaldría a su no utilización cuando tal fracaso
sea imputable a la conducta procesal del recurrente
(SSTC 11/1998, de 13 de enero, FJ 2; 92/1999, de
26 de mayo, FJ 2; AATC 114/1983, de 16 de marzo;
215/1984, de 4 de abril).»

Pero como se encarga de precisar esta misma Sen-
tencia, «la doctrina reseñada con carácter general ha
sido matizada en supuestos como el que ahora nos ocupa
en relación con la falta de interposición del recurso de
casación para la unificación de doctrina o, más concre-
tamente, con la defectuosa interposición del mismo, sal-
vo cuando su inadmisión estuviera fundada en la inter-
posición extemporánea del recurso. En este sentido, el
Tribunal Constitucional ha declarado que en tales casos
ha de entenderse cumplido el requisito del agotamiento
de la vía judicial previa [art. 44.1 a) LOTC] “sobre la
base de la aplicación del principio pro actione, que ha
venido informando la jurisprudencia constitucional sobre
objeciones formuladas a la demanda de amparo, vin-
culadas a la interposición defectuosa del recurso de casa-
ción para la unificación de doctrina (SSTC 126/1994,
de 25 de abril; 263/1994, de 3 de octubre; 16/1995,
de 24 de enero, y 155/1999, de 14 de septiembre),
o a su falta de interposición (SSTC 337/1993, de 15
de diciembre; 347/1993, de 22 de noviembre;
354/1993, de 29 de noviembre; 377/1993, de 20 de
diciembre; 132/1994, de 9 de mayo; 140/1994, de 9
de mayo; 332/1994, de 19 de diciembre; 93/1997,
de 8 de mayo; 183/1998, de 17 de septiembre, y
5/1999, de 8 de febrero)” (SSTC 4/2000, de 17 de
enero, FJ 2 y 53/2000, de 28 de febrero, FJ 2)» (STC
111/2000, de 5 de mayo, FJ 4).

En aplicación de la citada doctrina constitucional ha
de ser rechazado este motivo con base en el cual se
sostendría un posible incumplimiento del requisito pro-
cesal establecido en el art. 44.1 a) LOTC. Máxime si
se advierte que la inexistencia de contradicción sirve
en este caso para fundamentar la inadmisión del recurso
de casación para la unificación de doctrina, inexistencia
de contradicción que hubiera podido justificar la no inter-
posición previa de dicho recurso para acudir a la vía
del amparo (STC 111/2000, de 5 de mayo, FJ 4).

3. Entrando ya en el fondo del asunto, se hace pre-
ciso señalar que el objeto de la presente demanda lo
constituye únicamente la Sentencia dictada por el Tri-
bunal Superior de Justicia, que estimó los recursos de
suplicación interpuestos por las codemandadas, revo-

cando la Sentencia de instancia favorable a los deman-
dantes de amparo. No imputando los recurrentes, de
modo concreto y argumentado, ninguna vulneración de
derechos fundamentales al Auto de la Sala de lo Social
del Tribunal Supremo y simplemente impugnando el mis-
mo de modo genérico por tratarse de la última resolución
que recayó en el procedimiento y que se limitó a inadmitir
el recurso interpuesto por falta de contradicción, su aná-
lisis ha de quedar fuera de nuestro enjuiciamiento (SSTC
82/1997, de 22 de abril, FJ 1; 140/1999, de 20 de
julio, FJ 9; 168/1999, de 27 de septiembre, FJ 2;
191/1999, de 25 de octubre, FFJJ 2 y 3; 153/2000,
de 12 de junio, FJ 1; y 61/2002, de 11 de marzo, FJ 2).
Lo que no impedirá, sin embargo, que, en caso de estimar
el amparo, hayamos de proceder también a su anulación
en cuanto que declara la firmeza de la Sentencia de
suplicación impugnada (por todas, STC 61/2002, de
11 de marzo, FJ 2).

Debemos, así pues, examinar si vulneró el derecho
de los recurrentes a una tutela judicial efectiva sin inde-
fensión y el principio pro actione que debe presidir la
normativa procesal de acceso al proceso, el hecho de
que los órganos judiciales no concedieran ningún plazo
para subsanar el requisito preprocesal de la reclamación
administrativa previa, y que el Tribunal Superior de Jus-
ticia acogiera la excepción alegada por las codeman-
dadas y revocara finalmente la Sentencia de instancia
favorable a los recurrentes precisamente por existir tal
defecto al entender que su finalidad no quedaba satis-
fecha con la conciliación practicada. Desde la perspec-
tiva constitucional, la cuestión no reside en determinar
si era exigible la reclamación administrativa o la con-
ciliación previa, cuestión ésta de legalidad ordinaria (STC
69/1997, de 8 de abril, FJ 5), sino en si la ausencia
de un pronunciamiento sobre el fondo de la cuestión
por considerar que la conciliación administrativa y la
reclamación previa no tienen una finalidad equiparable,
sin advertir a los demandantes y sin otorgarles un plazo
para subsanar el defecto, vulnera o no el derecho de
acceso a la jurisdicción tutelado por el art. 24.1 CE.

4. Para abordar el problema hemos de recordar que
«este Tribunal, desde la ya temprana STC 19/1981, de 8
de junio, ha declarado reiteradamente que el derecho
a la tutela judicial efectiva que se reconoce en el art.
24.1 CE comprende, primordialmente, el derecho de
acceso a la jurisdicción, es decir, el derecho a provocar
la actividad jurisdiccional que desemboque en una deci-
sión judicial, por lo que el derecho a obtener de los
Jueces y Tribunales una resolución razonada y fundada
en Derecho sobre el fondo de las pretensiones opor-
tunamente deducidas por las partes en el proceso, se
erige en un elemento esencial del contenido del derecho
a la tutela judicial efectiva», derecho éste que, no obs-
tante, «se satisface también cuando se obtiene una reso-
lución de inadmisión si concurre causa legal para ello,
y así se aprecia razonadamente por el órgano judicial
(SSTC 69/1984, de 11 de junio, 6/1986, de 21 de
enero, 100/1986, de 31 de enero, 55/1987, de 13
de mayo, 57/1988, de 5 de abril, 124/1988, de 23
de junio, 42/1992, de 30 de marzo, 37/1995, de 7
de febrero, entre otras muchas), al ser el derecho a la
tutela judicial un derecho prestacional de configuración
legal cuyo ejercicio está supeditado a la concurrencia
de los presupuestos y requisitos procesales que, en cada
caso, haya establecido el legislador, que no puede, sin
embargo, fijar obstáculos o trabas arbitrarios o capri-
chosos que impidan la tutela judicial efectiva garantizada
constitucionalmente (STC 185/1987, de 18 de noviem-
bre)» (STC 108/2000, de 5 de mayo, FJ 3).

En el acceso a la jurisdicción, hemos también afir-
mado que los órganos judiciales están constitucional-
mente obligados a aplicar las normas que contienen los
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requisitos procesales, teniendo siempre presente el fin
perseguido por el legislador al establecerlos, evitando
cualquier exceso formalista que los convierta en meros
obstáculos procesales impeditivos de la tutela judicial
efectiva que garantiza el art. 24.1 CE (SSTC 17/1985,
de 9 de febrero, 157/1989, de 5 de octubre, 108/2000,
de 5 de mayo, FJ 3). Y ello, porque está en juego la
obtención de una primera decisión judicial y en esta
fase se proyecta con mayor intensidad el principio pro
actione cuyo objeto es evitar que determinadas aplica-
ciones o interpretaciones de los presupuestos procesales
eliminen u obstaculicen injustificadamente el derecho
a que un órgano judicial conozca y resuelva en Derecho
sobre la pretensión a él sometida (con carácter general,
por todas, STC 158/2000, de 12 de junio, FJ 5; ya
en relación con los requisitos preprocesales, en este mis-
mo sentido, SSTC 112/1997, de 3 de junio, FJ 3;
38/1998, de 17 de febrero, FJ 2; 211/2002, de 11
de noviembre, FJ 2, entre otras).

En la aplicación de este principio, hemos señalado
que «los órganos judiciales deben llevar a cabo una pon-
deración de los defectos que adviertan en los actos pro-
cesales de las partes, guardando la debida proporcio-
nalidad entre el defecto cometido y la sanción que debe
acarrear, procurando siempre que sea posible la sub-
sanación del defecto, favoreciendo la conservación de
la eficacia de los actos procesales y del proceso como
instrumento para alcanzar la efectividad de la tutela judi-
cial (arts. 11.3, 240.2, 242 y 243 LOPJ; SSTC
163/1985, 117/1986, 140/1987, 5/1988, 39/1988,
57/1988, 164/1991). En dicha ponderación debe aten-
derse a la entidad del defecto y a su incidencia en la
consecución de la finalidad perseguida por la norma
infringida, y su trascendencia para las garantías proce-
sales de las demás partes del proceso, así como a la
voluntad y grado de diligencia procesal apreciada en
la parte en orden al cumplimiento del requisito procesal
omitido o irregularmente observado (SSTC 41/1992,
64/1992, por todas)» (STC 331/1994, de 19 de diciem-
bre, FJ 2).

5. Esta doctrina se proyecta también en relación
con los requisitos preprocesales de la reclamación y de
la conciliación administrativa.

De modo específico, por lo que concierne a la exi-
gencia de la reclamación administrativa previa a la vía
judicial en el ámbito laboral, este Tribunal ha declarado
que tal requisito procesal, en rigor carga procesal del
demandante, resulta compatible con el art. 24.1 CE pues,
pese a tratarse de una dificultad en el acceso a la juris-
dicción ordinaria, que además en ningún caso se ve impe-
dida, «se justifica, especialmente, en razón de las espe-
ciales funciones y tareas que la Administración tiene
encomendadas por el ordenamiento constitucional; sien-
do ratio de dicho presupuesto la de poner en cono-
cimiento de la Administración el contenido y fundamento
de la pretensión, dándole la oportunidad de resolver
directamente el litigio, evitando así la vía judicial (SSTC
2 1 / 1 9 8 6 , 6 0 / 1 9 8 9 , 2 1 7 / 1 9 9 1 , 6 5 / 1 9 9 3 ,
120/1993)» (STC 38/1998, de 17 de febrero, FJ 2).

Finalidad ésta resaltada de modo constante en nues-
tra jurisprudencia (entre las últimas, SSTC 355/1993,
de 29 de noviembre, FJ 2; 112/1997, de 3 de junio,
FJ 4; 38/1998, de 17 de febrero, FJ 2; 16/1999, de 22
de febrero, FJ 3; y 108/2000, de 5 de mayo, FJ 4)
y que este Tribunal ha declarado «equivalente» o «co-
mún» con la perseguida por la conciliación preprocesal
(SSTC 120/1993, de 19 de abril, FJ 4; 16/1999, de 22
de febrero, FJ 4; 108/2000, de 5 de mayo, FJ 4), afir-
mando que, esta última, «en cierto modo viene a sus-
tituir» a la reclamación previa, «sin perjuicio de que la
fórmula utilizada en uno y otro caso sea diferente, fun-
damentalmente por la imposibilidad legal de las enti-

dades públicas de llegar a una transacción, que es el
objeto principal de la conciliación» (STC 60/1989, de
16 de marzo, FJ 2) pues, «desde la perspectiva del sig-
nificado del requisito previo, éste no es otro que el de
la posibilidad de evitar, por acuerdo de las partes (con-
ciliación) o por estimación del órgano administrativo de
la pretensión (reclamación previa), la prosecución del
litigio con todos sus inconvenientes» (STC 11/1988,
de 2 de febrero, FJ 5).

En ambos supuestos, por lo demás, este Tribunal se
ha decantado por una flexible aplicación del requisito
procesal en cuestión y ha optado por el criterio de favo-
recer la subsanabilidad del mismo a lo largo del proceso,
para evitar la ausencia de un pronunciamiento judicial
sobre el fondo del asunto, es decir, acerca de la pro-
cedencia o improcedencia de la pretensión ejercitada
ante los órganos jurisdiccionales (por todas, STC
108/2000, de 5 de mayo, FJ 4). Subsanación que, en
el ámbito laboral, en relación con el art. 81 LPL, hemos
considerado con carácter general como un deber legal
del órgano judicial (STC 211/2002, de 11 de noviem-
bre), esto es, como un «claro mandato dirigido al juzgador
para advertir de oficio de los defectos en que pueda
haber incurrido la demanda y que puedan ser subsa-
nados, criterio mantenido concretamente para la falta
de acreditación de la reclamación previa —siempre que
la finalidad de ésta se hubiera satisfecho y que la actitud
de la parte no hubiera sido incompatible con la petición
de subsanación—, incluso en supuestos en los cuales,
desde la perspectiva constitucional, resultaba proceden-
te la concesión de un nuevo plazo para formular la recla-
mación (pueden verse estos criterios, entre otras, en las
SSTC 11/1988, 60/1989, 81/1992, 65/1993,
120/1993, 122/1993, 355/1993, 335/1994,
69/1997 y 112/1997)» (STC 16/1999, de 22 de febre-
ro, FJ 4).

Interpretación favorable a la subsanación que se ha
mantenido no sólo cuando no se ha acreditado su rea-
lización, sino también en caso de ausencia de la misma,
admitiendo su subsanación con carácter ex post, es decir,
aunque la demanda planteada ante la jurisdicción social
no hubiera sido precedida de la reclamación dirigida a
la Administración pública demandada, permitiendo rec-
tificar en el plazo de subsanación el requisito procesal
incumplido o el acto procesal defectuosamente realizado
(SSTC 11/1998, de 2 de febrero; 69/1997, de 8 de
abril, FJ 6; 108/2000, de 5 de mayo, FJ 4). Si bien,
siempre y cuando no se trate de un incumplimiento abso-
luto consecuencia de una opuesta voluntad a su rea-
lización de la parte procesal, en cuyo caso, la conse-
cuencia sería la pérdida del derecho a que se anudaba
la observancia, pues, como hemos tenido ocasión de
precisar, este tipo de incumplimientos no genera los mis-
mos efectos que aquellos consistentes en una irregu-
laridad formal o vicio de escasa importancia por cum-
plimiento defectuoso debido a un error o equivocación
disculpable y no malicioso, sin consecuencias definitivas,
respecto de los que debe favorecerse la técnica de la
subsanación (STC 65/1993, de 1 de marzo, FJ 3).

6. Aplicando esta doctrina al caso que ahora se exa-
mina, debe partirse de que es cierto que existía una
causa legal justificativa de la inadmisión (art. 69 LPL),
así como que, desde la perspectiva de la legalidad ordi-
naria, los requisitos preprocesales de la conciliación y
la reclamación administrativa previa no son plenamente
equiparables y que, por ello, reciben una regulación pro-
pia y diferenciada en el ordenamiento procesal laboral.

Ahora bien, desde la perspectiva constitucional que
nos es propia, debe exclusivamente comprobarse si,
atendidas las circunstancias del caso, la ausencia de
reclamación previa se interpretó de modo razonable y
proporcionado. Ponderación para la que el órgano judi-
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cial debió atender a la entidad del defecto y a su inci-
dencia en la consecución de la finalidad perseguida por
la norma infringida, su trascendencia para las garantías
procesales de las demás partes del proceso, así como
a la voluntad y grado de diligencia procesal apreciada
en la parte en orden al cumplimiento del requisito pro-
cesal omitido o irregularmente observado. En el supuesto
que ahora se nos somete a consideración debe afirmarse,
sin embargo, que tal ponderación no se realizó por parte
del Tribunal Superior de Justicia del País Vasco, en la
medida en que la finalidad de la reclamación previa se
cumplió, y no se generó con la celebración del acto
de conciliación un daño de la posición de la parte
adversa.

En efecto, en primer lugar, las codemandadas cono-
cieron la existencia de la pretensión deducida por los
ahora recurrentes al haber sido citadas a la conciliación
administrativa previa y haber acudido al acto de cele-
bración (a diferencia de lo ocurrido en el caso examinado
por la STC 65/1993, de 1 de marzo), sin advertir ni
hacer manifestación alguna de su peculiar naturaleza,
limitándose a expresar su rechazo a la pretensión dedu-
cida. Conocimiento y posibilidad de evitar el proceso
tuvieron las entidades públicas en dicho momento y que,
por ello, supuso que la finalidad de la reclamación admi-
nistrativa quedara materialmente satisfecha. Además, es
preciso reconocer que las codemandadas han contado
con más de un mes (plazo que otorga el art. 69.2 LPL
para entender denegada tácitamente la pretensión) des-
de la conciliación (interpuesta el 5 de febrero de 1997)
hasta comparecer en juicio (13 de junio de 1997) para
pronunciarse y, de haberlo querido, evitar el proceso
accediendo a lo que se solicitaba. De ahí que el pre-
supuesto procesal de la reclamación administrativa fuera
materialmente subsanado por el transcurso del tiempo
que las entidades utilizaron, con su silencio, para pro-
nunciarse en sentido negativo, como así confirmaron
en el acto del juicio al oponerse al fondo de la demanda.
El conocimiento cabal de la contraparte de la pretensión
que rechazaron impide entender que se haya incurrido
en una ausencia total del requisito procesal ni que éste
sea insubsanable (STC 38/1998, de 17 de febrero).

Por otro lado, precisamente por haberse cumplido
materialmente la finalidad de la reclamación y acudir
las codemandadas al acto de conciliación, tampoco pue-
de entenderse afectado el derecho de defensa de la con-
traparte que se erige en límite a la aplicación del principio
pro actione (STC 112/1997, de 3 de junio, FJ 3), en
la medida en que, al haber tenido conocimiento de la
pretensión por medio de la conciliación, su resultado
se revela neutral para el proceso ya que no resulta razo-
nable pensar que las codemandadas hubieran mantenido
una posición distinta a la mantenida a lo largo de todo
el proceso (y que negaba la existencia de los despidos
al haberse producido una subrogación) favorable al fon-
do de la pretensión en el caso de que los recurrentes
hubieran interpuesto la pertinente reclamación admi-
nistrativa.

7. Finalmente, debe señalarse que, a diferencia del
supuesto examinado por la STC 65/1993 alegado por
el Consorcio para el Abastecimiento de Agua y Sanea-
miento de la Comarca del Gran Bilbao (en la actualidad
denominado Consorcio de Aguas Bilbao-Bizcaia), en el
presente caso no se aprecia una conducta maliciosa de
la parte recurrente que permita modular la doctrina del
acceso de la jurisdicción o de la subsanabilidad de los
defectos procesales.

En el caso de la STC 65/1993, aparte de que los
demandados no acudieron al acto de conciliación, tanto
en instancia como en suplicación, los órganos judiciales
estimaron la excepción formulada por la demanda de
falta de agotamiento de la vía previa, dictando Senten-

cias desestimatorias de la pretensión y, además, de las
actuaciones se derivaba la existencia de una clara posi-
ción de estrategia procesal voluntariamente asumida por
la demandante (relativa a que no era necesario plantear
reclamación previa contra el Senado por no poderse asi-
milar aquel supuesto a los contemplados en el art. 49
LPL de 1980) que, mantenida a lo largo de todo el pro-
ceso, sólo se desdice al acudir en amparo.

Por el contrario, en el caso que ahora nos ocupa,
conocida la naturaleza pública de las demandadas, los
recurrentes admitieron que la conciliación realizada se
hizo de modo erróneo pero que se debía entender sub-
sanado el error y considerar que ambos requisitos pre-
procesales cumplían, a estos efectos, una misma función.
Así, cuando en el acto del juicio les fue excepcionada
la falta de reclamación previa, alegaron que la misma
debía entenderse subsanada con la conciliación prac-
ticada.

La actitud de la parte, como se comprueba, ni es
incompatible con la petición que se hace en la demanda
de amparo, ni resulta demostrativa de que la falta de
reclamación administrativa previa fuera fruto de una
voluntaria estrategia procesal. Más bien, pone de mani-
fiesto la existencia de un error en la consideración de
la naturaleza jurídica de las codemandadas al que, por
lo demás, contribuyeron éstas cuando acudieron al acto
de conciliación sin alegar nada en este sentido, gene-
rando una confianza legítima a la parte sobre la correc-
ción del trámite preprocesal planteado a la que, pos-
teriormente, contribuyó igualmente el órgano judicial al
admitir la demanda sin reservas, sin proceder a la técnica
de la subsanación ni ese momento ni en uno posterior.
Y, como hemos señalado (por todas, STC 16/1999,
de 22 de febrero, FJ 4), la efectividad del derecho a
la tutela judicial efectiva que ha de procurarse mediante
el cumplimiento del deber legal de garantizar en lo posi-
ble la subsanación de los defectos procesales no puede
desconocerse desviando a los recurrentes, a través de
su carga probatoria, la exclusiva responsabilidad de las
consecuencias que para aquel derecho tiene la inob-
servancia, por parte del órgano judicial, de la técnica
de subsanación.

8. Por todo ello, cumplida la finalidad de la recla-
mación previa, no habiéndose generado con la falta de
interposición de la reclamación un perjuicio a las code-
mandadas y no apreciándose una posición negligente
o contumaz de los recurrentes, el art. 24.1 CE imponía
a los órganos judiciales un deber de favorecer la defensa
de los derechos e intereses cuya tutela se reclamaba,
sin denegar la protección mediante la aplicación des-
proporcionada de las normas procesales que prevén una
resolución de inadmisión o de eficacia equiparable.

La tutela judicial efectiva exigía, así pues, realizar una
interpretación del art. 69 LPL conforme al principio pro
actione. Interpretación que acogió el Juzgado de lo Social
en su Sentencia, salvando así su inactividad subsanatoria
una vez que conoció la especial naturaleza de las enti-
dades demandadas. Pero que, sin embargo, no fue
correspondida por el Tribunal de suplicación quien, al
apreciar la falta de reclamación administrativa previa por
no considerar satisfecha su finalidad material con la con-
ciliación practicada, ni otorgar plazo alguno para sub-
sanar el defecto si consideraba que las finalidades de
los requisitos preprocesales no podían equipararse, ter-
minó por sancionar una interpretación de una despro-
porción injustificada entre la finalidad del requisito inob-
servado y las consecuencias que finalmente se derivaron
para la tutela judicial (ausencia de pronunciamiento
sobre el despido), sin tener tampoco en cuenta que lo
que tuvo origen en una posible omisión del Juzgado
(por no advertir a la parte del defecto formal en que
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incurría para subsanarlo), con su decisión terminó por
convertirse en la causa de revocación de la Sentencia
de instancia.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons-
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN
DE LA NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Otorgar el amparo solicitado por los recurrentes doña
Rosa Isabel Fernández Muguruza y don Román Hidalgo
Laita y, en consecuencia:

1.o Declarar que ha sido vulnerado el derecho a la
tutela judicial efectiva sin indefensión de los recurrentes.

2.o Restablecerlos en su derecho y, a tal fin, declarar
la nulidad de la Sentencia del Tribunal Superior de Jus-
ticia del País Vasco, de 24 de marzo de 1998, dictada
en el recurso núm. 345/98, así como del Auto del Tri-
bunal Supremo, únicamente en la declaración de firmeza
de la Sentencia recurrida, retrotrayendo las actuaciones
para que el Tribunal Superior de Justicia dicte nueva
resolución respetuosa con el derecho fundamental
vulnerado.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid, a veintiocho de enero de dos mil
tres.—Tomás S. Vives Antón.—Pablo Cachón Villar.—Vi-
cente Conde Martín de Hijas.—Guillermo Jiménez Sán-
chez.—Elisa Pérez Vera.—Eugeni Gay Montalvo.—Firmado
y rubricado.

3394 Sala Segunda. Sentencia 13/2003, de 28 de
enero de 2003. Recurso de amparo 5491/99.
Promovido por doña María Luz Navarro Mora-
tó frente a las Sentencias de la Audiencia Pro-
vincial de Valencia y de un Juzgado de lo
Penal, que la condenaron por un delito de
estafa.
Vulneración del derecho a la legalidad penal:
condena por una conducta que no es delito;
concurso de delitos de estafa y fraude de
subvenciones.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, com-
puesta por don Tomás S. Vives Antón, Presidente, don
Pablo Cachón Villar, don Vicente Conde Martín de Hijas,
don Guillermo Jiménez Sánchez, doña Elisa Pérez Vera
y don Eugeni Gay Montalvo, Magistrados, ha pronun-
ciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 5491/99, promovido
por doña María Luz Navarro Morató, representada por
el Procurador de los Tribunales don José Granados Weil
y asistida por el Letrado don Vicente Grima Lizandra,
contra la Sentencia núm. 429/1999, de la Sección Quin-
ta de la Audiencia Provincial de Valencia, de fecha 23
de noviembre de 1999, que confirma en apelación la

dictada por el Juzgado de lo Penal núm. 2 de Valencia,
de fecha 16 de julio de 1999, por la que se condena
a la recurrente como autora de un delito de estafa. Ha
intervenido el Ministerio Fiscal. Ha sido Ponente la Magis-
trada doña Elisa Pérez Vera, quien expresa el parecer
de la Sala.

I. Antecedentes

1. Mediante escrito registrado en este Tribunal el
día 22 de diciembre de 1999, el Procurador de los Tri-
bunales don José Granados Weil, en nombre y repre-
sentación de doña María Luz Navarro Morató, formula
demanda de amparo contra las resoluciones judiciales
citadas en el encabezamiento.

2. La demanda tiene su origen en los siguientes
hechos, que se exponen sintéticamente en lo que con-
cierne al presente recurso:

a) Por el Juzgado de lo Penal núm. 2 de Valencia,
en el procedimiento abreviado núm. 66/99, se dictó
Sentencia de fecha 16 de julio de 1999, por la que
se condenaba a la recurrente, como autora responsable
de un delito de estafa continuado, sin circunstancias
modificativas de la responsabilidad a la pena de dos
años y seis meses de prisión, accesoria, costas proce-
sales incluidas las de la acusación particular, y a indem-
nizar a la Consellería de Cultura, Educación y Ciencia
de la Generalitat Valenciana en la cantidad de 1.037.724
pesetas más los intereses legales.

b) La Sentencia considera probado, a partir de las
pruebas practicadas en el juicio oral, que la acusada,
madre de un niño matriculado en el Colegio Público
Padre San Vicente Ferrer de la localidad de Liria, solicitó
desde el curso 1991-92 hasta el curso 1998-99 las
becas de transporte escolar y comedor, manifestando
que tenía su residencia en la población de Sacañet (apor-
tando al expediente certificaciones y declaraciones jura-
das falsas), cuando realmente vivía en la localidad de
Liria, obteniendo de este modo ayudas económicas por
los conceptos mencionados por un importe total de
1.037.724 pesetas. Dichas ayudas eran concedidas por
la Consejería de Cultura, Educación y Ciencia a escolares
a quienes en su localidad no se les impartía enseñanza
en valenciano, al objeto de que pudieran recibirla en
la localidad más cercana.

c) Tales hechos probados se consideran constitu-
tivos de un delito de estafa continuada, previsto y penado
en los arts. 248.1 y 249 CP de 1995, en relación con
el art. 74.1 del mismo cuerpo legal, considerando que
concurren todos los elementos del tipo: engaño con-
sistente en hacer constar en la solicitud presentada ante
al Consejo escolar y a la Consejería que vivía en Castañet,
para obtener la beca de transporte y comedor, consi-
guiendo así el desplazamiento patrimonial de la Con-
sejería a su favor, con el empobrecimiento de aquélla
y el enriquecimiento propio, privando de tales ayudas
a otros alumnos realmente necesitados, puesto que la
cantidad para tales ayudas era fija y se distribuía con-
forme a las solicitudes, teniendo preferencia las de trans-
porte y comedor.

Frente al argumento de descargo de la defensa, que
considera tal conducta atípica, al constituir los hechos
relatados el delito previsto en el art. 308 CP y no superar
la defraudación la cuantía de diez millones de pesetas,
se dice que el mismo «no es mantenible, pues tal pre-
cepto sólo se aplicaría si hubiera conflicto de normas,
en cuyo caso regiría el principio de especialidad esgri-
mido por la Defensa y recogido en el art. 8.1 del Código
Penal. Esto es, el argumento de la Defensa en su silo-
gismo deductivo peca de un error en la premisa mayor,
siendo mantenible su postura, regiría la Ley especial,
cuando los hechos delictivos fueran susceptibles de ser


